
    

 

 
JUZGADO CENTRAL CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO Nº 10  

PROCEDIMIENTO ORDINARIO 41/2021 

 

SENTENCIA  Nº 107/2022 

 

En MADRID, a catorce de junio de dos mil veintidós. 

 

El Ilmo. Sr. Don GREGORIO DEL PORTILLO GARCÍA, MAGISTRADO-

JUEZ DEL JUZGADO CENTRAL DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO Nº 

10, ha visto los presentes autos seguidos en este Juzgado por los trámites del 

PROCEDIMIENTO ORDINARIO con el nº 41/2021, entre partes: de una como 

recurrente el MINISTERIO DEL INTERIOR, representado y asistido por el 

Abogado del Estado, y de otra, como recurrido el CONSEJO DE 

TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO, representado por la Procuradora Doña 

, sobre transparencia y contra la 

resolución dictada por su presidente, el día 26/07/2021, acordando:”...PRIMERO: 

ESTIMAR parcialmente la reclamación presentada por  

frente a la resolución del MINISTERIO DEL INTERIOR, de 

fecha 29 de diciembre de 2020. SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DEL 

INTERIOR a que, en el plazo máximo de 10 días hábiles, remita al reclamante la 

siguiente información: Informe de Inspección , previa disociación de los 

datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las 

personas afectadas, de conformidad con lo previsto en el artículo 15.4 LTAIBG 

TERCERO: INSTAR al MINISTERIO DEL INTERIOR a que, en el mismo plazo 

máximo, remita a este Consejo de Transparencia copia de la información enviada 

al reclamante...”. También ha sido parte, en calidad de codemandado,  

, representado y asistido por el Abogado  

 

 

      



    

 

ANTECEDENTES DE HECHO  

 

PRIMERO. - Comienzan las actuaciones judiciales con el escrito de 

interposición del recurso que presenta la representación procesal de la actora en 

el decanato de estos juzgados centrales el día 22/10/21. 

Repartido a este juzgado, al que correspondió su conocimiento por turno 

de reparto, y subsanados los defectos inicialmente apreciados, se dictó el decreto 

de 26/10/21 en el que se acordaba admitir a trámite el recurso, tener por 

personada y parte a la recurrente y requerir a la Administración demandada para 

que remitiera el expediente administrativo, así como para que procediera a 

emplazar a los posibles interesados en él. 

Recibido el expediente administrativo, mediante la diligencia de ordenación 

de fecha 12/11/21, se acordó ponerlo a disposición de la actora para que, en el 

plazo previsto en la ley, formalizara su demanda.  

 

SEGUNDO. - En fecha 20/01/22 fue presentado el escrito de demanda en 

el que, después de referir los hechos y alegar los fundamentos que se 

consideraron oportunos, terminaba la parte actora solicitando que se dictara 

sentencia “...por la que acuerde estimar la presente demanda y, como 

consecuencia de ello, acuerde dejar sin efecto la resolución del Consejo de 

Transparencia y Buen Gobierno objeto del presente recurso contencioso-

administrativo, con imposición de costas...”. 

Del escrito de demanda y del resto de las actuaciones se dio traslado a la 

defensa del Consejo de Transparencia quien, el día 18/02/22 presentó su 

contestación, oponiéndose a la demanda, alegando los hechos y fundamentos 

que consideró oportunos y solicitando que se dictara una sentencia confirmatoria 

de la resolución recurrida. 

En fecha de 1/03/22 tiene entrada en el juzgado el escrito de contestación 

del codemandado, oponiéndose a la demanda y solicitando que se dicte 

      



    

 

sentencia por la que desestime la demanda y se confirme la resolución recurrida, 

con expresa imposición de costas a la parte recurrente.  

 

TERCERO. - Mediante el decreto de 2/03/22 se acordó tener por 

contestada la demanda, fijando la cuantía del recurso en indeterminada y 

acordando dar cuenta sobre el recibimiento del pleito a prueba y la admisión de 

los medios propuestos. 

Por auto de la misma fecha se dispuso recibir el pleito a prueba y declarar 

pertinentes las pruebas documentales propuestas por la demandada y la 

codemandada. 

 

CUARTO. – En el mismo auto se acordó conceder a la parte actora el 

plazo de diez días para que formulara sus conclusiones. 

El 31/03/22 fue presentado el escrito de la actora, en el que insistía en 

todo lo manifestado en su demanda. 

El 19/04/22 presentó la defensa del Consejo demandado las suyas 

insistiendo en la oposición; el 11 del mismo mes se habían recibido las del 

codemandado, ratificando igualmente su oposición y en fecha 21/04/22 se dictó 

una providencia declarando el recurso concluso para sentencia, resolución que 

ha sido notificada a las partes sin que interpusieran contra ella recurso alguno por 

lo que, una vez firme, quedaron los autos sobre la mesa para resolver. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO. - A la vista del expediente administrativo se consideran 

acreditados los hechos, relevantes para dar respuesta a las cuestiones 

controvertidas, siguientes: 

- ,  Instituciones 

Penitenciarias, en fecha de 4 de junio de 2020, presentó una 

      



    

 

denuncia por posible responsabilidad disciplinaria del director y otro 

personal del Centro  

   en la Secretaría General de Instituciones 

Penitenciarias, se practicó el Informe de Inspección número 

, en virtud de lo dispuesto en el art. 6.1.b) del Real 

Decreto 734/2020, de 4 de agosto, por el que se desarrolla la 

estructura orgánica básica del Ministerio del Interior. Dicho Informe 

de Inspección concluyó con su archivo. 
-   presenta en el Ministerio del Interior una solicitud de 

acceso a la información relativa al Informe de Inspección  

de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, que plantea 

en los siguientes términos: “Teniendo en cuenta esta Ley 19/2013, 

tengo derecho a que me sea facilitada toda la documentación 

obrante en esas actuaciones realizadas para la práctica del Informe 

citado. Es decir, todos los informes, documentos, averiguaciones, en 

definitiva, cualquier contenido que obre en poder de esa Inspectora 

referente a esas actuaciones llevadas a cabo a causa de mi 

denuncia.”. 
-  Por resolución de 29 de diciembre de 2020, el MINISTERIO DEL 

INTERIOR deniega el acceso a la información solicitada sobre la 

base, esencialmente, de tratarse de unas actuaciones reservadas, a 

lo que se anuda la causa de inadmisión del artículo 18.1.b) de la 

LTAIBG. 
-   en fecha de 27 de enero de 2021, presenta, al 

amparo de lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG2, una 

reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 

contra la denegación de la información solicitada. 
-  Requerido por el Consejo, el Ministerio presenta alegaciones 

mediante escrito de 22 de febrero donde reitera los argumentos ya 

expuestos en la resolución objeto de reclamación e incorpora nuevas 

consideraciones relacionadas con el motivo de inadmisión del 

artículo 18.1.e) de la LTAIBG. 

      



    

 

-   El presidente del Consejo, el día 26/07/2021, resuelve estimar 

parcialmente la reclamación e instar al ministerio del INTERIOR a 

que remita al reclamante el informe de Inspección , previa 

disociación de los datos de carácter personal de modo que se impida 

la identificación de las personas afectadas. 

 

 Llegamos con ello a este recurso en el que la parte actora pretende que 

se deje sin efecto la resolución del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 

impugnada con imposición de costas, alegando la incongruencia de la resolución 

al haber concedido acceso a información no solicitada, la causa de inadmisión 

prevista en el artículo 18.1.b) de la Ley 19/2013 y la vulneración de los límites 

establecidos en las letras e) y g) del artículo 14.1 de la LTAIBG. 

La defensa de la Administración demandada y la del codemandado 

solicitan la confirmación de la resolución impugnada al considerar que es 

ajustada a Derecho.    

 

SEGUNDO. -  Se sostiene en primer lugar en la demanda que la 

resolución es incongruente porque “...De acuerdo con la solicitud de acceso 

dirigida al Ministerio del Interior, el denunciante pretende acceder a todos 

aquellos informes, documentos, averiguaciones, en definitiva, cualquier contenido 

que obre en poder de la Administración referente a las actuaciones llevadas a 

cabo como consecuencia de la denuncia para la práctica del Informe de 

Inspección. Es decir, no se solicita acceso al informe de inspección, sino al 

conjunto de actuaciones previas al mismo...”, sin que tampoco en la reclamación 

ante el Consejo e identifique como su objeto el informe en sí mismo. 

Esta alegación no puede ser acogida porque resulta ilógica a la vista de la 

amplitud del objeto descrito en la petición de información, de la génesis de la 

misma y de la finalidad pretendida por el solicitante. 

El solicitante de la información     

 formula una denuncia contra determinados responsables del 

      



    

 

centro penitenciario donde presta servicios y, tras las pesquisas que se 

consideran oportunas, la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias 

elabora el Informe de Inspección número  al amparo de la 

competencia que le atribuye el art. 6.1.b) del Real Decreto 734/2020, de 4 de 

agosto, “...la resolución de las informaciones reservadas y la tramitación de los 

expedientes disciplinarios incoados a los funcionarios y personal laboral 

destinados en todas sus unidades...”. Dicha información reservada, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 55 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas se 

lleva a cabo con anterioridad al inicio del procedimiento, con el fin de conocer las 

circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el 

procedimiento. En este caso las actuaciones culminan en un informe que 

concluye la improcedencia de abrir el procedimiento disciplinario en virtud de la 

denuncia presentada por . Carece por lo tanto de sentido que éste 

pretenda exclusivamente el contenido de las actuaciones indagatorias 

practicadas, en su caso, porque incluso desconoce en el momento de pedir la 

información si se ha llevado a cabo alguna y sólo sabe que se ha acordado no 

iniciar procedimiento disciplinario alguno y archivar su denuncia, 

desprendiéndose claramente de lo expuesto que lo pretendido por el solicitante 

es el acceso a todo lo llevado a cabo en la información reservada, o actuación 

previa, incluido lógicamente el documento en que se refleja la conclusión final 

alcanzada de no proceder disciplinariamente por los hechos denunciados. 

Además, esta interpretación encaja perfectamente en los términos 

empleados por el solicitante, según los recoge la demanda, puesto que, 

indudablemente, el informe final está comprendido dentro de todos aquellos 

informes, documentos, averiguaciones, en definitiva, cualquier contenido que 

obre en poder de la Administración referente a las actuaciones llevadas a cabo 

como consecuencia de la denuncia para la práctica del Informe de Inspección. 

No pude por lo tanto prosperar este motivo de impugnación. 

   

      



    

 

TERCERO. – A continuación alega el Abogado del Estado que es de 

aplicación la causa de inadmisión del artículo 18.1.b) LTAIBG, al tener la 

información solicitada “carácter auxiliar o de apoyo, o la contenida en notas, 

borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre 

órganos o entidades administrativas”. 

Sostiene que la información recabada constituye una información 

preparatoria con la exclusiva finalidad de ilustrar al órgano competente para 

incoar o archivar, teniendo en cuenta todo aquello que sirva de fundamento cierto 

o que constituya una debilidad para uno u otro escenario de actuación. A su juicio 

nos hallamos ante una actividad puramente deliberativa, ”sin perjuicio de aquello 

que deba llevarse a la decisión final para su adecuada justificación”. 

Para resolver esta alegación no podemos partir del carácter amplio con 

que la norma regula el derecho de acceso a la información, así como la necesaria 

interpretación restrictiva de sus límites y exclusiones. Este criterio es sancionado 

en múltiples sentencias dictadas por diferentes órganos judiciales que se han 

enfrentado a esta cuestión, pudiendo citarse como botón de muestra la del 

Tribunal Supremo, de 16 de octubre de 2017, dictada en el recurso de casación 

nº 75/2017, en la que leemos:"...Cualquier pronunciamiento sobre las “causas de 

inadmisión” que se enumeran en el artículo 18 de la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, (...) debe tomar como premisa la formulación amplia y expansiva con 

la que aparece configurado el derecho de acceso a la información en la Ley 

19/2013." (...) "Esa formulación amplia en el reconocimiento y en la regulación 

legal del derecho de acceso a la información obliga a interpretar de forma 

estricta, cuando no restrictiva, tanto las limitaciones a ese derecho que se 

contemplan en el artículo 14.1 de la Ley 19/2013 como las causas de inadmisión 

de solicitudes de información que aparecen enumeradas en el artículo 18.1".(...) 

sin que quepa aceptar limitaciones que supongan un menoscabo injustificado y 

desproporcionado del derecho de acceso a la información...”. 

Entrando ya en la determinación de lo que haya de entenderse por 

información auxiliar o de apoyo incluible en la causa de inadmisión, la Sección 

Séptima de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en 

      



    

 

la sentencia dictada el día 25 de julio de 2017, en el recurso de apelación nº 

46/2017, razona:“...lo instrumental o accesorio no depende de su carácter formal 

sino de su verdadero contenido material. Información auxiliar no es el equivalente 

a información de valor provisional...Los informes a que se refiere el art. 18.1.b 

son los que tienen un ámbito exclusivamente interno, pero no los que pretenden 

objetivar y valorar, aunque sea sectorialmente, aspectos relevantes que han de 

ser informados...Por otro lado hay que recordar el carácter restrictivo que tienen 

las limitaciones de la información conforme a la doctrina del Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos. Así bastaría con citar la sentencia de fecha 8.11.2016 o 25 

de junio de 2.013 que han interpretado el art. 10 del Convenio Europeo de 

Derechos Humanos. Y de la misma forma el carácter amplio que tiene el 

concepto de “información pública”. Por consiguiente, si se pretende conocer la 

motivación seguida por las Administraciones Públicas en su toma de decisiones 

habrán de ser conocidos los informes por ella evacuados que resulten ser 

relevantes, hayan sido o no de apoyo a la decisión final, y no esperar al resultado 

de esta última...”, mientras que el Juzgado Central número 5, en su sentencia de 

6 de abril de 2017 sostiene:”...A la hora de interpretar qué se entiende por 

información auxiliar o de apoyo, no podemos considerar como tal, sólo y sin más, 

los supuestos reseñados en la aludida causa de inadmisión; sino que se ha de 

determinar si en el presente caso, la información consistente en los informes 

generados (...) han de entenderse como secundarios e irrelevantes en el 

establecimiento, desarrollo e implementación del plan de acción pública. Estamos 

ante conceptos indeterminados que han de integrarse a la luz de la normativa 

reguladora del derecho pretendido y demás disposiciones de aplicación; donde 

no puede dejarse de tenerse en cuenta la finalidad y naturaleza de la información 

solicitada. Normativa reguladora del derecho a la información pública que, como 

se ha puesto de manifiesto en otras sentencias dictadas por este Juzgado; la 

misma configura de forma amplia el derecho de acceso a la información pública; 

cuya salvaguardia corresponde al CTBG; siendo el acceso a la información la 

regla general; y la aplicación de los límites justificada y proporcionada a su objeto 

y finalidad de protección; atendiendo a las circunstancias del caso concreto, 

especialmente a la concurrencia de un interés público o privado superior que 

      



    

 

justifique el acceso. Se ha de tener, pues, presente, las circunstancias de cada 

caso; y partir de la definición de información pública contenida en el art. 13 de la 

Ley 19/2013, como aquellos contenidos o documentos elaborados o adquiridos 

en el ejercicio de sus funciones...”. 

Por su parte el Consejo de Transparencia, dentro de los límites 

interpretativos recogidos en las sentencias comentadas, viene manteniendo 

que:”...teniendo en cuenta la redacción del artículo 18.1. b), cabe concluir que es 

la condición de información auxiliar o de apoyo la que permitirá, de forma 

motivada y concreta invocar una aplicación de la causa de exclusión, siendo la 

enumeración referida a “notas, borradores, opiniones, resúmenes, 

comunicaciones e informes internos o entre órganos administrativos” una mera 

ejemplificación que, en ningún caso, afecta a todos los conceptos enumerados 

sino a aquellos que tenga la condición principal de auxiliar o de apoyo. Así pues, 

concluimos que es el carácter auxiliar o de apoyo de este tipo de información y no 

el hecho de que se denomine como una nota, borrador, resumen o informe 

interno lo que conlleva la posibilidad de aplicar la causa de inadmisión prevista en 

el artículo 18.1. b), de la Ley 19/2013. En tercer lugar, este Consejo de 

Transparencia entiende que una solicitud de información auxiliar o de apoyo, 

como la contenida en notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones 

e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, podrá ser 

declarada inadmitida a trámite cuando se den, entre otras, alguna de las 

siguientes circunstancias: 1. Cuando contenga opiniones o valoraciones 

personales del autor que no manifiesten la posición de un órgano o entidad. 2. 

Cuando lo solicitado sea un texto preliminar o borrador sin la consideración de 

final. 3. Cuando se trate de información preparatoria de la actividad del órgano o 

entidad que recibe la solicitud. 4. Cuando la solicitud se refiera a comunicaciones 

internas que no constituyan trámites del procedimiento. 5. Cuando se trate de 

informes no preceptivos y que no sean incorporados como motivación de una 

decisión final. Por último, debe tenerse en cuenta que la motivación que exige la 

Ley 19/2013, para que operen las causas de inadmisión tiene la finalidad de 

evitar que se deniegue información que tenga relevancia en la tramitación del 

expediente o en la conformación de la voluntad pública del órgano, es decir, que 

      



    

 

sea relevante para la rendición de cuentas, el conocimiento de la toma de 

decisiones públicas, y su aplicación. Éstas en ningún caso tendrán la condición 

de informaciones de carácter auxiliar o de apoyo...”, R/0262/2020. 

Ya de lo expuesto resulta conclusión obligada que, en el supuesto de 

autos, no podemos hablar de información auxiliar porque la solicitada por  

 es precisamente la que contiene la motivación seguida por la 

administración penitenciaria, los presupuestos fácticos y jurídicos que llevan a la 

toma de la decisión de archivar la denuncia sin apertura de expediente 

disciplinario. Sin el acceso a la información solicitada no podrán ser conocidos los 

hechos y valoraciones que determinan la decisión final. Decisión que por lo 

demás ya se ha producido mediante el acuerdo de la inspectora que, como 

señalamos en el fundamento anterior, se integra de forma evidente en la solicitud 

del reclamante. 

Así se viene a reconocer implícitamente en la demanda, cuando se afirma 

“...tanto el interesado como cualquier ciudadano puedan conocer el resultado final 

del ejercicio de tales funciones, así como su justificación...”, refiriéndose a la 

finalidad y actuaciones de las actuaciones de la inspección solicitadas, puesto 

que difícilmente se pueden conocer la justificación negándose el acceso a ellas. 

No estamos ante una actuación preparatoria cuya única finalidad es ilustrar 

al órgano decisorio, sino de actuaciones previas que desembocan en una 

determinada decisión con efectos materiales directos, en este caso el archivo de 

la denuncia y no apertura de expediente disciplinario. 

Llegado a este punto enlaza el Abogado del Estado con la condición de 

denunciante del solicitante de la información para sostener que “...No obstante, 

cuando el ordenamiento excluye determinada información de un procedimiento, o 

cuando dicha información no es accesible a quien en el procedimiento tiene la 

condición de interesado, es imperativo, también en el marco de aplicación de la 

LTAIBG, analizar los motivos de dicha exclusión o limitación. Esa motivación 

puede conducir (como aquí ocurre) a apreciar un motivo consistente con las 

exclusiones o limitaciones al acceso previstos en la LTAIBG. Asimismo, aunque 

la condición de interesado no constituya presupuesto para el acceso a 

      



    

 

información pública, no cabe duda que no puede obtenerse por transparencia 

más de lo que un interesado pueda obtener en un procedimiento en el que tenga 

reconocida tal condición...”, pero con ello no hace otra cosa sino invertir el 

razonamiento lógico que deriva del hecho de que nos hallamos ante una solicitud 

de información obrante en un organismo público, al amparo de la Ley 19/2013, 

para cuya solución hemos de partir, no de dicha condición de interesado, que no 

se exige en la mencionada ley, sino de sus principios y preceptos que la regulan 

específicamente. Hemos de aplicar la ley especial que regula el acceso a la 

información solicitada, con sus principios y pautas interpretativas y esto es lo que 

hace, de forma absolutamente correcta a mi juicio, la resolución del Consejo. 

Leemos en ella:”...La LTAIBG, en su artículo 125, reconoce el derecho de 

todas las personas a acceder a la información pública, entendiendo por tal, según 

se dispone en el artículo 13, "los contenidos o documentos, cualquiera que sea 

su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el 

ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 

ejercicio de sus funciones". De este modo, la Ley delimita el ámbito material del 

derecho a partir de un concepto amplio de información, que abarca tanto 

documentos como contenidos específicos, y que se extiende a todo tipo de 

“formato o soporte”, a la vez que acota su alcance exigiendo la concurrencia de 

dos requisitos vinculados con la naturaleza “pública” de las informaciones: (a) que 

se encuentren “en poder” de alguno de los sujetos obligados por la ley, y (b) que 

hayan sido elaboradas u obtenidas “en el ejercicio de sus funciones”. A la vista de 

la nitidez del enunciado legal, resulta indiscutible que la noción de “información 

pública”, que configura el objeto del derecho de acceso, no incluye sólo la 

contenida en documentos ni se limita a la incorporada a los expedientes 

administrativos, sino que comprende cualquier tipo de información de la que 

dispongan los sujetos obligados, a condición de que la hubiesen elaborado ellos 

mismos o adquirido en el ejercicio de sus funciones. En el caso que nos ocupa, 
de lo expuesto en los antecedentes se deriva claramente que la información 
controvertida obra en poder de un sujeto obligado y que la ha elaborado en 
el ejercicio de sus funciones, por tanto, es indubitado que se trata de 
información pública en el sentido del artículo 13 LTAIBG...la LTAIBG 

      



    

 

configura el ámbito subjetivo del derecho de acceso en su artículo 12 en términos 

muy amplios, reconociendo la titularidad a “todas las personas”, sin exigir 

requisitos adicionales ni excluir de la misma con carácter general a quienes 

ostenten determinadas posiciones jurídicas subjetivas. La condición de 

interesado en un procedimiento resulta relevante mientras el mismo se encuentre 

en curso en virtud de lo dispuesto en la Disposición Adicional Primera de la 

LTAIBG, debiendo aplicarse en tales casos “la normativa reguladora del 

correspondiente procedimiento administrativo” al acceso por quienes tengan tal 

condición “a los documentos que se integren en el mismo”. Sin embargo, una vez 
concluido el procedimiento o no habiendo existido tal, la condición de 
interesado (o no) es irrelevante desde el punto de vista del ejercicio del 
derecho de acceso a la información pública que, como se ha indicado, está 
reconocido a todas las personas sin distinción alguna...”, por lo tanto hemos 

de estar a la normativa establecida en la ley de transparencia para determinar si 

el solicitante tiene derecho a que se le facilite la información que ha pedido, 

olvidando totalmente que fue quien presentó la denuncia y así se desprende de la 

sentencia del Tribunal Supremo 748/2020, de 11 de junio de 2020, que cita el 

CTBG en su resolución, en concreto cuando afirma:”... En respuesta a la 

cuestión que presenta interés casacional objetivo, debe afirmarse que las 

previsiones contenidas en la Ley 19/2013, de Transparencia y Buen Gobierno, 

por lo que respecta al régimen jurídico previsto para al acceso a la información 

pública, sus límites y el procedimiento que ha de seguirse, tan solo quedan 

desplazadas, actuando en este caso como supletoria, cuando otra norma legal 

haya dispuesto un régimen jurídico propio y especifico de acceso a la información 

en un ámbito determinado, tal y como establece la Disposición adicional primera 

apartado segundo de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 

Ello exige que otra norma de rango legal incluya un régimen propio y 

específico que permita entender que nos encontramos ante una regulación 

alternativa por las especialidades que existen en un ámbito o materia 

determinada, creando una regulación autónoma respecto de los sujetos 

legitimados y/o el contenido y límites de la información que puede 

proporcionarse...”, norma que en este supuesto no existe. 

      



    

 

En la alegación que venimos examinando añade el Abogado del Estado 

“...Si el interesado (cuya esfera jurídica es de particular protección) no tiene 

acceso a la información, esa misma información no puede ser accesible por 

cualquier ciudadano...”, llegando a una conclusión claramente contraria a la 

derivada de la ley y de la interpretación que de ella hace el Tribunal Supremo en 

la sentencia mencionada, como consecuencia del defectuoso planteamiento 

inicial. En realidad siguiendo con la argumentación de la demanda, pero desde la 

perspectiva de la normativa aplicable, la conclusión que ha de alcanzarse es que 

no puede negarse la información al solicitante cuando tiene derecho a acceder a 

ella cualquier ciudadano que no haya formulado la denuncia, por el mero hecho 

de que él sí es el denunciante y dicha denuncia ha sido archivada.    

 

CUARTO. – Añade a continuación el demandante que resultan de 

aplicación los límites previstos en el artículo 14.1.e), “la prevención, investigación 

y sanción de los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios” y g) “las 

funciones administrativas de vigilancia, inspección y control”, de la Ley 19/2013, 

de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 

gobierno. 

Sostiene a este respecto el Consejo en su resolución que no se pueden 

aplicar “...cuando, como sucede en el presente caso, dichas actuaciones ya han 

concluido mediante un acuerdo de archivo, sólo si concurren circunstancias 

excepcionales se podría considerar que del acceso a la información se deriva un 

perjuicio para los intereses protegidos por los mencionados límites, siendo 

necesario en todo caso una valoración del daño y su ponderación con el interés 

público o privado en el acceso conforme exige el apartado segundo del propio 

artículo 14 LTAIB...”, circunstancias excepcionales que en todo caso han de ser 

acreditadas por quien las alega para justificar la limitación del acceso. 

La parte actora intenta justificar su existencia en los siguientes 

términos:”...Concluida dicha fase previa (sea mediante la decisión de archivo o de 

incoación), lo ahí practicado (con el rigor formal que exige toda actuación 

administrativa) puede seguir incorporando valoraciones, ponderaciones, 

      



    

 

alternativas, interpretaciones o riesgos, que pueden poner en peligro, no solo la 

concreta actuación objeto de investigación, sino cualesquiera otras relacionadas 

(anteriores, contemporáneas o futuras)...”, pero sólo refiere hipotéticas 

posibilidades sin vinculación concreta alguna al contenido de la información 

solicitada. 

Sigue diciendo la demanda que, mediante los informes de inspección la 

Subdirección General de Análisis e Inspección fiscaliza la actividad en los centros 

penitenciarios,”...lo que con toda seguridad refleja información particularmente 

sensible tales como i.e. datos y números de efectivos de personal, 

procedimientos, sistemas de seguridad, cuadrantes, planos de centros 

penitenciarios, videos e imágenes de incidentes regimentales y multitud de datos 

que afectan a la seguridad interior de los establecimientos penitenciarios...”, pero 

nuevamente no se aporta indicio alguno de que tales informaciones sensibles 

obren o se desprendan de la información solicitada, antes al contrario, teniendo 

en cuenta el objeto aparente de los hechos denunciados, consistente en unas 

actuaciones de los superiores del centro respecto de un funcionario en él 

destinado, lo lógico es que en las actuaciones que dan lugar al archivo de la 

denuncia sin  incoación de expediente, no obre información alguna de las que 

refiere la demanda. 

En definitiva, no existe indicio alguno de que conste en ellas “...información 

sensible para la seguridad del personal e instalaciones penitenciarias...”, sin que 

se pueda olvidar que quien las solicita forma parte precisamente del personal del 

centro. 

 

QUINTO. - De lo expuesto en los fundamentos anteriores se desprende 

que procede la desestimación del recurso y la confirmación de la resolución 

administrativa contra la que se dirige, debiendo, conforme a lo previsto en el 

artículo 139.1 de la LJCA, imponerse las costas procesales a la parte 

demandante. 

En atención a cuanto se ha expuesto, en nombre del REY y en ejercicio de 

la potestad jurisdiccional que me otorga la Constitución española: 

      



    

 

 

FALLO 

 

DESESTIMO EL RECURSO INTERPUESTO POR el MINISTERIO DEL 

INTERIOR representado y asistido por el Abogado del Estado, contra la 

resolución dictada por el presidente del CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y 

BUEN GOBIERNO, el día 26/07/2021, acordando:”...PRIMERO: ESTIMAR 

parcialmente la reclamación presentada por  

frente a la resolución del MINISTERIO DEL INTERIOR, de fecha 29 de diciembre 

de 2020. SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DEL INTERIOR a que, en el plazo 

máximo de 10 días hábiles, remita al reclamante la siguiente información: Informe 

de Inspección 2  previa disociación de los datos de carácter personal de 

modo que se impida la identificación de las personas afectadas, de conformidad 

con lo previsto en el artículo 15.4 LTAIBG TERCERO: INSTAR al MINISTERIO 

DEL INTERIOR a que, en el mismo plazo máximo, remita a este Consejo de 

Transparencia copia de la información enviada al reclamante...”, resolución que 

confirmo porque es ajustada a Derecho. 

Las costas procesales causadas como consecuencia de la tramitación de 

este proceso se imponen al Ministerio del Interior. 

Esta resolución NO es FIRME al caber contra ella recurso de apelación, 

que deberá formalizarse mediante escrito razonado, que deberá contener las 

alegaciones en que se funde, a presentar ante este juzgado en el plazo de quince 

días.  

Se hace constar que para recurrir en apelación será precisa la consignación como 
depósito de 50 euros que deberá ser ingresado en la Cuenta de Depósitos y 
Consignaciones abierta a nombre de este JUZGADO CENTRAL Nº 10 DE LO 
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO, en la entidad SANTANDER, Código de la Cuenta 
Expediente: , debiendo especificar en el campo concepto del 
documento Resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso 22 contencioso-Apelación”; si 
el ingreso se realiza mediante transferencia bancaria, deberá consultar la página web 
www.bancosantander.es.  

Así por esta mi Sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. 

      



    

 

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 
sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 
fines contrarios a las leyes. 
 
  

      




